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Una de las noticias que han cimbrado recientemente al mundo globalizado ha sido la creación, compra e inversión de políticos, empresarios y particulares en compañías offshore de los llamados paraísos fiscales. Más allá de la evasión fiscal, surgieron otras preguntas entre los analistas de diferentes disciplinas sobre los Panama Papers, cómo operan las nuevas redes empresariales, qué pasa con el sistema bancario y cuán eficaces son las leyes nacionales e internacionales para que siga funcionando el capitalismo. Si los servicios financieros ya no dinamizan ni forman parte de la industria bancaria de nuestros países, ¿para qué sirven los bancos? ¿La banca dejó de ser el intermediario y proveedor de fondos prestables y fiduciarios? ¿Las crisis financieras internacionales han arrastrado al sistema bancario, o es la ausencia de regulación la que ha propiciado los vaivenes en la industria bancaria?

En las últimas tres décadas, las investigaciones de historia económica sobre México han generado valiosas aportaciones para entrever la larga temporalidad de la banca, el financiamiento y las empresas en los niveles regional, estatal y nacional. Aportes y reflexiones académicas como las de Carlos Marichal, Gustavo del Ángel, Leonor Ludlow, Luis Anaya, Gustavo Aguilar, Thomas Pasananti, Luis Foncerrada y Enrique Cárdenas, entre otros especialistas, permiten dirigir la reflexión sobre los acontecimientos actuales con la lupa del estudioso del pasado. El libro que el lector tiene en sus manos se suma a esos esfuerzos al arrojar luz sobre temáticas que parecieren sumamente técnicas y ajenas al ciudadano de a pie que, consciente o no, vive bancarizado todos los días, ya sea por la hipoteca de la casa, por las transferencias de los migrantes en el extranjero a sus comunidades de origen o por los infames intereses que desembolsa la menguada clase media con el uso de la tarjeta de crédito emitida por tiendas departamentales o por los bancos extranjeros que detentan la mayor parte del entramado de fondos prestables y crédito en México. Banca, crédito y redes empresariales en Sonora, 1897-1976 nos remite a los inicios del sistema financiero nacional, a los rudimentos del capitalismo mexicano, a la conformación del empresariado regional, a los avatares de la Revolución mexicana y del esfuerzo público y privado para consolidar el crecimiento y el desarrollo de la antigua Pimería Alta –evangelizada por el jesuita Eusebio Francisco Kino, tras el fracaso de Isidro de Atondo y Antillón para conquistar las Californias–. Dos siglos después, Sonora sería ampliamente conocida en el mundo y en el territorio nacional no sólo por su progreso económico, sino también por la expulsión y la deportación de la nación yaqui, la represión a los mineros de Cananea, así como por el protagonismo de los militares sonorenses durante la contienda armada de 1910 y el ulterior restablecimiento del país.

Entre los numerosos méritos del libro de Ana Isabel Grijalva Díaz se encuentran el rescate y la reconstrucción histórica del Banco de Sonora –una de las instituciones privadas surgidas bajo la legislación bancaria de 1897–, los primeros pasos del empresariado local para fungir como intermediario financiero en la región y como detonante del progreso en los sectores de la minería, la ganadería, la agricultura y el ahorro de la aristocracia local: léase Ramón Corral, Manuel Mascareñas, Próspero Sandoval, Baudelio Salazar, Ignacio Bonillas o las familias Abbott, Bley, Camou, Gaxiola, Echeverría, Bours y Elías, protagonistas económicos y políticos durante el porfiriato, la posrevolución y el segundo tercio del siglo xx.

A la amplia consulta de archivos públicos y repositorios privados, para entretejer el relato histórico económico, se suman el análisis, la información estadística y el destino de los créditos otorgados por los bancos establecidos en Sonora después de la Revolución. El libro permite, además, explicar la grandeza de los valles del Yaqui y el Mayo para producir y vender, en los ámbitos nacional e internacional, arroz, chícharo, garbanzo, frijol, cereales, algodón y trigo, amén del papel significativo que desempeñaron el Banco de México, el Banco Nacional de Crédito Agrícola y las uniones de crédito articuladas al sistema financiero privado. De este modo, los cinco capítulos en que está divida la obra dan cuenta de la importancia del financiamiento de la banca pública y cómo operó en la práctica el multicitado desarrollo estabilizador compartido o mixto, ampliamente defenestrado por el neoliberalismo y la clase política enquistada en el país a partir de la segunda década de 1980.

Como señala la autora de Banca, crédito y redes empresariales en Sonora, 1897-1976, la banca local operaba como institución “de primer piso, es decir, era el intermediario entre la banca de desarrollo y las asociaciones locales” integradas por ejidatarios, pequeños productores, uniones más amplias y microempresarios para allegarse crédito barato y de largo plazo, tarea que difícilmente se logra en la actualidad,  justo cuando en el año 2016 se cumplen noventa años de la fundación del Banco Nacional de Crédito Agrícola, referente ineludible del apoyo público al sector privado y social. Uno de los grandes problemas nacionales, en palabras de Andrés Molina Enríquez, a finales del siglo xix y que ha dado tumbos en el siglo xx como Agrícola y Ganadero, Banrural o Financiera Rural.

A lo largo del libro, el lector recreará conflictos actuales con origen en la posrevolución –la Compañía Constructora Richardson, por ejemplo–, que, al no ser atendidos de manera integral y definitiva, continúan presentes. Me refiero a la desviación de los afluentes hídricos del Yaqui hacia la mancha urbana de Hermosillo en permanente crecimiento, y al encarecimiento del crédito refaccionario para industrializar o hacer fluir los productos del ramo ganadero y pesquero. Si, como señala Grijalva Díaz, a partir de la posguerra la oferta de recursos prestables tuvo un aumento constante, ¿qué detuvo la marcha ascendente del sistema financiero sonorense? ¿El populismo de los gobiernos entre 1970 y 1982? ¿Los conflictos con la clase empresarial y el abandono de los sectores ejidal y minifundista por parte del Estado? O ¿fue el coctel de cambios sociales, generacionales e internacionales los que llevaron al quiebre del modelo económico anterior? Estas interrogantes, sin embargo, no pueden ser respondidas porque no son el propósito del libro, además de que rebasan la temporalidad de la obra. Empero, es justo después de la lectura de Banca, crédito y redes empresariales en Sonora, 1897-1976 que surgen diversas interrogantes, lo que significa que se trata de una acuciosa investigación que permitirá seguir generando conocimiento, merced al esfuerzo realizado por la autora. Entre 1942 y 1976 se crearon 23 uniones de crédito. La doctora Ana Isabel Grijalva Díaz reconstruye tres de ellas y expone, desde el análisis histórico-económico, la Agrícola del Yaqui, la Agrícola de Cajeme y la Agrícola de Hermosillo. Aunque este apartado es de menor extensión que los otros cuatro capítulos, se enlaza de manera adecuada con el último capítulo del libro, el de las redes de empresarios-banqueros, como ella le llama a los actores sociales ligados al capitalismo sonorense. Este ejercicio intelectual certifica que el asociacionismo o la economía social no están reñidos con la economía de mercado, que el capital privado, público y cooperativo funciona eficientemente cuando existe una sólida legislación, cuando las reglas del juego económico son claras o se modifican a tiempo y cuando se otorga libertad al entreverar redes empresariales con el sector académico y con la sociedad civil.Es cierto que durante el porfiriato, el compadrazgo, la amistad y los matrimonios arreglados fueron el filamento y el entramado de la red de negocios. Asimismo que, a lo largo del siglo xx, aquel patrón de negocios facilitó la estrategia y el ajuste empresarial para continuar el ciclo reproductivo del capital; incluso proporciona elementos para explicar la cultura política de Sonora –o de cualquier lugar del país– de ligar elecciones frente a negocios y que continúe en operación el corporativismo del Partido Revolucionario Institucional, luego retomado por el Partido Acción Nacional al llegar al poder político.

Más allá de esta digresión por la que ofrezco disculpas, el resultado final del libro –en palabras de la autora– fue que Sonora transitara de la minería extractiva y expoliadora a la agricultura de exportación, que la industria manufacturera se articulara con el comercio, la ganadería, la banca y las zonas costeras. El exitoso nodo de aquella red fue el sistema bancario y el papel promotor –o por lo menos no inhibidor– del Estado mexicano. Sirva, pues, este breve exordio para invitar a la atenta lectura de Banca, crédito y redes empresariales en Sonora, 1897-1976, que contribuye a la academia y a la generación del conocimiento para pensar el devenir del noroeste mexicano, la banca nacional y estatal, así como el entramado del empresariado responsable que configuró el extenso estado de Sonora y lo vinculó con otras regiones fronterizas. No está de más indicar que el libro también es de gran utilidad para quienes gustan de explorar temáticas novedosas, bien documentadas y que marcarán hitos en la historia de México.

 

 

Dr. Jesús Méndez Reyes

Universidad Autónoma de Baja California




 





Introducción

 

 

 

 

Hasta 1982 Sonora tenía una banca privada propia con fortaleza financiera que se gestó desde 1897. Demostró su capacidad de crédito en el fomento a las actividades productivas. Trazó vínculos con la banca privada nacional, la banca de desarrollo y las uniones de crédito. Los empresarios-banqueros entretejieron estos lazos interbancarios con el impulso de las actividades productivas del estado de Sonora. El presente trabajo estudia la formación de la banca privada en Sonora, el impacto que tuvo, entre 1897 y 1976, en el fomento a las actividades económicas y en la formación de empresarios-banqueros en torno a la banca y a las uniones de crédito del estado. Se explicará la expansión de los bancos locales, la presencia de la banca privada de cobertura nacional y el desempeño de la banca de fomento y de las uniones de crédito en el desarrollo de la economía estatal a partir de las décadas de 1920 y 1930, respectivamente. La formación de la banca privada sonorense tiene sustento en la Ley Bancaria de 1897, que permitió la constitución de bancos de emisión en la república. Durante la Revolución mexicana se derogó dicha ley y no fue sino hasta 1924 que de nuevo se emitió una ley que permitió la operatividad de los antiguos bancos de emisión, constituidos durante el porfiriato, y que facilitó la constitución de nuevos bancos con carácter de refaccionarios. En 1942 la ley se reformó para incluir de manera definitiva y dar sustento a las uniones de crédito y a la banca de fomento. No obstante, a lo largo del siglo xx la Ley Bancaria sufrió varias modificaciones, aunque siempre mantuvo el carácter de banca especializada hasta 1976, cuando la Ley Bancaria de ese año fundamentó la banca múltiple. De allí se parte, de una ley sobre la banca especializada, para analizar la banca privada sonorense y su participación en las actividades económicas de la entidad.

Por otro lado, es importante identificar a los propietarios de las instituciones financieras para analizar la influencia que ejercieron a través de los lazos de una red de empresarios-banqueros en la captación del crédito. Para ello se estudiará la estructura de la banca privada sonorense, la banca de fomento y las uniones de crédito. La idea es mostrar que la intermediación financiera facilitó y fomentó el desarrollo de las actividades económicas de la entidad y explicar por qué los empresarios que constituyeron las instituciones y uniones de crédito resultaron más beneficiados con el proceso de intermediación.

Sonora sufrió importantes transformaciones en la estructura económica durante el siglo xx. Pasó de depender de la minería extractiva y de exportación, a la agricultura de exportación. En los años treinta, el sur de Sonora se convirtió en la principal área de cultivo, y en los años cincuenta esa actividad se extendió hacia algunas zonas costeras del estado. La industria manufacturera se integró en 1970 en la economía estatal con gran dinamismo, y el comercio ganó un amplio terreno, de tal manera que, al finalizar la etapa del presente estudio (1976), en Sonora se combinaban el sector agrícola, agroindustrial, industrial manufacturero, el sector del comercio y el de la ganadería. El auge de la explotación agrícola que adquirió mayor dinamismo a partir de 1940, prácticamente empezó a declinar en 1970 como la principal actividad económica del estado al surgir un nuevo sistema productivo con bases industriales.1

El sistema bancario fue una pieza clave en el desarrollo de los sectores productivos y en el crecimiento económico de la entidad. A través de la intermediación fomentó la productividad de determinados sectores. Aunado a ello, los lazos empresariales coadyuvaron a la oportuna captación de los créditos e incluso la influencia política también formó parte de dicho beneficio. Se pretende comprobar que: a) los empresarios sonorenses aprovecharon la coyuntura de la Ley General de Instituciones de Crédito de 1897 para constituir con recursos propios instituciones financieras, con el fin de consolidar un mercado de capitales e impulsar la economía estatal a través del financiamiento a las actividades económicas; b) el decrecimiento del desarrollo económico en Sonora durante la Revolución se debió a la inestabilidad política y social y al cierre de las actividades bancarias; c) a partir de los años veinte del siglo pasado, la reestructuración del sistema bancario y el financiamiento creciente a las actividades económicas dieron un gran impulso a la agroindustria y ello repercutió en el paulatino crecimiento y desarrollo local; d) a través del financiamiento de la banca de desarrollo, de la banca privada y de las uniones de crédito, se dio un gran impulso al auge agrícola y agroindustrial en Sonora entre los años cuarenta y los setenta del siglo pasado; e) la red de empresarios-banqueros tuvo una participación preponderante en la organización y desarrollo de las instituciones de crédito y beneficiaron con gran parte de los recursos a los miembros de dicha red, especialmente con créditos a las actividades agropecuarias, comerciales y agroindustriales. Estas hipótesis engloban una general: el sistema financiero fomentó el desarrollo de las actividades económicas de Sonora de 1897 a 1976.

La investigación pretende responder ¿cómo se dio el surgimiento del sistema bancario en Sonora y cuál fue su influencia en el desarrollo de las actividades económicas? ¿En qué medida afectó la Revolución de 1910-1917 al sistema bancario sonorense? ¿Qué elementos intervinieron en la formación de un nuevo sistema bancario después de la Revolución? ¿En qué momento decidieron invertir en la creación de la banca regional sonorense los nuevos empresarios que surgen después de la Revolución? ¿En qué proporción apoyó la banca privada sonorense el fomento de los sectores productivos? ¿Cuál fue el sector más beneficiado con el financiamiento bancario? ¿En qué medida apoyó la banca de desarrollo a los pequeños propietarios sonorenses? ¿Cuál fue el papel que desempeñaron las uniones de crédito en el desarrollo de la economía regional?

Los conceptos y categorías que se utilizan en esta investigación corresponden a la teoría de sistema financiero que han propuesto Pablo Martín Aceña (1995), Ludlow (1994) y Ramírez (2001), quienes analizan la estructura del sistema financiero, sus funciones en el mercado financiero y las operaciones de intermediación, donde las instituciones bancarias protagonizan los actos de intermediación financiera. Por ello, uno de los conceptos básicos en esta investigación es la intermediación financiera, el cual es analizado por Mackinnon (1974), Ivanova (1998), Blanco y Verma (1996), Ortiz y Pierre (1999) y Goldsmith (1963), quienes señalan que ciertas técnicas de intermediación pueden ser aplicadas para fortalecer el proceso de desarrollo económico. En ello cabe la administración eficiente del crédito, la comunicación mejorada, costos bajos de transacción y nuevas instituciones de intermediación. En el acto de intermediación financiera –el mecanismo fundamental de operación de los mercados financieros– participan las empresas, los individuos e instituciones, que depositaron los excedentes de liquidez en los bancos (intermediarios financieros) a cambio de un interés y éstos, a su vez, colocaron los recursos captados entre las empresas, los individuos y las instituciones.

La movilización de ahorros en una economía es llevada a cabo por los intermediarios financieros, quienes captan y movilizan los fondos de unidades superavitarias hacia las unidades deficitarias para su inversión. Un intermediario financiero tiene ventajas sobre otras personas y entidades para la realización de intermediación financiera. Estas ventajas se fundamentan principalmente en la especialización, en la solidez e imagen y en la autorización. En el primer caso, cuenta con el conocimiento necesario para orientar al inversionista; en el segundo, cuenta con el respaldo en capital necesario y la experiencia para ofrecer un crédito amplio; y en el tercero, se trata de una institución seria que justifica su existencia con bases sólidas en capital y en normatividad. Las instituciones financieras en una economía tienen mayor capacidad de captación y distribución de recursos y por ello favorecen el crecimiento económico de una entidad. Las primeras instituciones financieras que empezaron a fungir como intermediarios en el sistema económico fueron los bancos comerciales en el proceso de ahorro-inversión. El financiamiento bancario a la economía continuará siendo más importante en relación con otras formas de financiamiento, máxime si se considera que la mayoría de las grandes empresas han establecido complejos lazos económicos con la banca y los mercados de capitales. Estas características del sistema financiero son las que predominaron en México y Sonora. Por ello, el estudio se centra en el surgimiento y desarrollo del sistema bancario de Sonora y la forma en que influyó en el fomento de las actividades económicas de la entidad.

Otro tipo de intermediación financiera es la no institucional o intermediación informal, así conceptualizada por Mario Cerutti (2003, 2005, 2008) y Gustavo Aguilar (2003), quienes explican que su forma de operar es a través de varios tipos de prestamistas o de intermediarios financieros informales, como los acaparadores y mercaderes (comerciantes de granos o proveedores de insumos), grandes terratenientes y personas dedicadas al agroprocesamiento u otros negocios que otorgan crédito a través de una relación personalizada entre el prestamista y el prestatario. Los prestamistas informales otorgan créditos para cubrir necesidades tanto de consumo como de producción. Los plazos de pago generalmente son de corta duración con una gran variedad de tasas de interés.

El concepto de red permite echar una mirada al pasado e identificar a los grupos de poder que tejieron una red en torno a un nodo, al cual Clifton (2005) identifica como una red social que desempeña un papel crítico en el proceso social y económico, como un grupo empresarial unido por intereses económicos. Para este caso en particular, la red se analiza desde la perspectiva de un grupo enfocado en la red en torno a la creación de la banca y en la distribución del crédito para el financiamiento productivo. Castañeda (2003) afirma que los grupos económicos del último tercio del siglo xix y buena parte del siglo xx, pertenecían por lo general a una familia extensa o a un grupo cerrado de asociados con estrechos vínculos sociales o étnicos. Las empresas que pertenecían a estas redes estaban conectadas a través de la propiedad. Unas empresas poseían a otras, es decir, los grandes accionistas estaban simultáneamente involucrados en el consejo de administración y en las actividades gerenciales. En este estudio se observa a los empresarios integrados en torno a la creación de bancos y uniones de crédito.

Estos conceptos ayudan a explicar y comprender la participación del sistema financiero en el desarrollo de las actividades económicas de Sonora a lo largo del período de estudio. Por ello, es importante señalar que se trata de un trabajo de historia económica que busca analizar y explicar el surgimiento y desarrollo de la banca sonorense y su participación en la actividad económica, de los grupos empresariales y políticos que dieron fuerza a ese dinamismo coyuntural banca-actividad económica. Kula (1977) indica que es necesario utilizar algunas herramientas provenientes de la economía para fortalecer el análisis histórico que vincula historia y economía.

El libro se compone de cinco capítulos que se integran de la siguiente manera: el primero expone la estructura normativa del sistema financiero mexicano que sustenta la constitución y formación de bancos privados en el país entre 1897 y 1976. A lo largo del período la legislación sufrió varias modificaciones, pero las que respaldan esta investigación se basan en las de 1924, 1926, 1932 y 1941. La más importante fue la ley de 1924, que concibió la constitución del Banco Único de Emisión (Banco de México); a partir de dicha ley se modificaron las subsiguientes para incorporar la banca de fomento y las uniones de crédito. En general, la normatividad comprende la banca especializada: banca comercial, banca de desarrollo e instituciones auxiliares de crédito de 1924 a 1976, años en que permaneció vigente la banca especializada, y entró en vigor la ley de banca múltiple.

El segundo capítulo expone la formación y desarrollo de la banca privada sonorense con base en las legislaciones bancarias que dieron sustento a la constitución de bancos locales de carácter privado. A lo largo del período expuesto en este trabajo, los empresarios-banqueros de Sonora transitaron por varios procesos de la formación de la banca local. Durante el porfiriato, los empresarios constituyeron el banco de emisión –Banco de Sonora– y un banco hipotecario; a raíz del movimiento revolucionario, la banca fue incautada, y la actividad financiera y de servicios desarticulada; a partir de la ley de desincautación bancaria de 1921 el empresariado local trató de restablecer la banca de origen porfirista; sin embargo, no fue sino hasta 1926, con base en la ley bancaria de 1924, que se reorganizó y se crearon nuevos bancos privados; y, finalmente, a partir de la ley bancaria de 1942, la banca sonorense floreció dejando una estela de oficinas en la entidad. Operaron siete bancos propios y más de cuarenta sucursales en las principales poblaciones de la entidad.

El capítulo tercero da respuesta al capítulo segundo. Donde se analiza el crédito operado por la banca privada sonorense. Pero así también se exponen los mecanismos del crédito informal. Este tipo de crédito se ejerció como una práctica ancestral previa a la existencia de la banca formal. Durante la Revolución mexicana, el crédito informal en Sonora cubrió el vacío que dejó la banca que operaba en el porfiriato. La participación de la banca privada con mecanismos financieros directos y como banca de primer piso, desarrolló un papel ejemplar y sin precedente en el financiamiento y fomento de las actividades económicas en el estado. Se observarán los montos otorgados en créditos por cada uno de los bancos, así como el comportamiento financiero por etapas de desarrollo. El capítulo cuarto cierra el círculo del crédito bancario con la operatividad de la banca de desarrollo y las uniones de crédito en el espacio sonorense. Tres uniones de crédito tuvieron la mayor participación en la entidad. De la banca de desarrollo se asegura que el Banco Nacional de Crédito Agrícola, junto con el Banco Nacional de Crédito Ejidal, tuvieron la hegemonía estatal en el fomento agrícola, del cual el estado de Sonora fue ejemplo nacional por su producción.

Finalmente, el capítulo quinto da cuenta de todos los empresarios locales que se convirtieron en banqueros. Este trabajo quedaría acéfalo si no se mencionaran. Los nombres más relevantes se destacan como partícipes de las sociedades bancarias. Y con ello, también se exponen las redes que se entretejieron para llevar a cabo un fuerte lazo de empresarios-banqueros en torno a la constitución de la banca privada sonorense. Dicho lazo económico-empresarial permitió su pervivencia y maduración a lo largo del siglo xx. O más bien, hasta la nacionalización de la banca. Aunque este no es un tema que aquí se trata, se puede observar que la banca privada local pudo vivir hasta ese día, como una fuerte banca privada regional.

 




 

 



1 Miguel Ángel Vázquez Ruiz señala en varios trabajos el devenir del sector agrícola y el futuro prometedor del sector industrial.







Capítulo I.
Estructura normativa del sistema financiero mexicano (1897-1976)

 

 

 

La economía porfiriana y la Ley Bancaria de 18971

Para la economía mexicana de finales del siglo xix y principios del xx, era apremiante un sistema bancario capaz de captar y movilizar recursos financieros de capitales extranjeros y nacionales, para realizar intercambios económicos internacionales e intrarregionales. Para una economía marcada por profundos contrastes en la estructura básica que conformaban las regiones del país, con diferentes culturas y poderes, en la que fue notorio el incremento de la producción de la agricultura comercial para el mercado interno y externo; el desarrollo del sistema fabril; el aumento en la diversificación de las exportaciones y las importaciones de bienes de producción, el sistema bancario era un servicio de requerimiento elemental. En el período del porfiriato (1877-1911) la economía mexicana creció gracias a tres factores: la estabilidad política, la inversión extranjera y el respaldo monetario que integró las regiones productivas (Falcón y Buve 1998, 20; Hansen 1993, 23-30).

El sistema económico de México se transformó debido al flujo de capitales que recibió de inversionistas europeos y norteamericanos a partir de 1870. El capital se orientó hacia el sistema ferroviario, la minería, la extracción de petróleo y la explotación de haciendas y plantaciones –principalmente para el cultivo del henequén y la caña de azúcar–. En 1910 los extranjeros ya habían invertido cerca de dos millones de dólares. El sector de los transportes fue el más beneficiado por los inversionistas extranjeros. Así, para México, el ferrocarril significó un cambio positivo en lo social, político y económico (Haber 1992, 238). Con el ferrocarril finalmente se rompió el círculo vicioso en que se encontraban los problemas políticos, económicos y sociales del país. Aunque no rompió con el total atraso de una economía en crecimiento, sí resultó favorable para el país, en tanto que activó ciertos sectores y dinamizó la economía (Riguzzi 1996, 65 y 84).

México fue parte de una intensa ola de crecimiento por la cual atravesó América Latina durante el período del capitalismo liberal. Pasó de ser “una economía cerrada y escasamente integrada al mercado internacional, a una economía con orientación exportadora”. Las exportaciones incrementaron de 9.6 por ciento en 1877, a 16.6 por ciento en 1895, y entre 1890 y 1911, 7.1 por cierto en términos reales. El auge exportador propició un aumento general de las actividades económicas que recayó en el ahorro y la inversión productiva. En ese período el país se encontraba en una buena posición en el camino exportador, con 169.5 millones de dólares corrientes, del cual 86 por ciento correspondía a mercancías y 14 por ciento a remesas en metálico (Kuntz 2007, 323; Coatsworth 1990). El ferrocarril abrió el acceso a los mercados internacionales. Las exportaciones de bienes agrícolas se incrementaron varias veces durante el porfiriato, incluso más rápidamente que el consumo doméstico de alimentos.

Durante el período porfirista no sólo el ferrocarril tuvo una presencia importante en el país al conectar el mercado fragmentado interno, sino que también se presentó una gran ola de industrialización con el establecimiento de fábricas manufactureras con capacidad de abastecer los mercados regionales y nacionales. Aunque la tecnología industrial era importada de Europa y Estados Unidos, los empresarios mexicanos tuvieron la oportunidad de pensar a futuro en el desarrollo económico, que en esos años apenas comenzaba. De tal manera que a finales de dicho período México ya había construido una importante base manufacturera para producir acero, cemento, papel, vidrio, jabón, cerveza, cigarros, telas de algodón y lana, además de las producciones agrícolas de exportación (Haber 1992, 237-240).

Entre 1877 y 1911 México experimentó la primera globalización al integrarse al mercado exterior y a la revolución industrial con una enorme escala de tecnología, que fue utilizada para la producción manufacturera e innovó en nuevos sistemas de producción. Asimismo se presentó un crecimiento acelerado pero desigual, debido al acaparamiento de propiedades y al proteccionismo industrial que se les facilitó a los inversionistas. En este sentido, la normatividad permitió que los empresarios se unieran entre sí para formar grandes grupos financieros e integrar capitales para su explotación; o bien permitió a los extranjeros invertir libremente en el país, ya que no había una política restrictiva o una legislación rígida que impidiera la formación de monopolios. Se constituyeron grandes empresas industriales que dejaron fuera de la competencia a las pequeñas fábricas artesanales que, con sus pequeños capitales, no pudieron competir con los capitalistas extranjeros, ni siquiera con algunos empresarios mexicanos durante el porfiriato (Haber, Razo y Maurer 2003).

Estas grandes empresas se constituyeron gracias a un nuevo marco institucional –Código de Comercio de 1890– en sociedades anónimas que permitieron la unificación de grandes capitales pulverizados para la conformación de empresas. Dentro de la acumulación de capitales pulverizados, también se constituyó la banca privada comercial, pese a la ausencia de una normatividad específica que la regulara. Los antecedentes de la existencia de un régimen normativo en materia bancaria muestran que el gobierno mexicano podía admitir bancos extranjeros para el beneficio de la economía nacional. Desde 1864 se fundó el Banco de Londres y México en la capital de la república, el cual funcionó con reglamentación propia con la facultad de emitir billetes. Este sistema de banco de emisión despertó el interés de empresarios mexicanos por fundar bancos locales. No obstante la carencia de una normatividad estandarizada y homogénea, algunos estados del país tuvieron que crear una legislación propia para otorgar concesiones a bancos de emisión y a bancos comerciales.2 En el caso particular del estado de Chihuahua, la legislatura autorizó el establecimiento de instituciones de crédito emisoras de papel moneda, como el Banco de Santa Eulalia, el Banco Mexicano de Chihuahua, el Banco Minero y el Banco de Chihuahua entre 1875-1883, antes de la promulgación del Código de Comercio de 1884 (Aguilar e Ibarra 1998, 37).

La aplicación de la Ley General de Instituciones de Crédito de 1897

El Código de Comercio de 1884 permitió por primera vez regular las instituciones de crédito.3 Aunque la normatividad era rudimentaria, limitó el establecimiento de nuevos bancos, así como el funcionamiento de los bancos existentes; la continuidad y permanencia de los bancos que se habían fundado antes de la promulgación de dicho código, debían ser autorizadas por el Congreso de la Unión (Ludlow 1986, 287). Según de la Fuente (1993, 15),4 estas disposiciones normativas no eran más que un leve intento de vigilancia a la banca y se trataba de un sistema de intervención sin amplias facultades, sin responsabilidad, sin objeto y sin armonía.

Esta situación irregular trató de modificarse con la promulgación de un nuevo código en 1889, que empezó a regir el primero de enero de 1890. En él se estipuló que ningún organismo bancario podría crearse si no contaba previamente con la autorización de la Secretaría de Hacienda y con el contrato respectivo aprobado por el Congreso de la Unión. De la Fuente (1993, 15-16) indica que el nuevo Código no significó un gran avance en el sistema bancario, sino un retroceso en comparación con el código de 1884, en cuanto a los lineamientos generales a que habían sido sujetas las instituciones de crédito, específicamente en la vigilancia, la cual quedó sin efecto, propiciando la anarquía en la actividad bancaria.

 

Figura 1. Ley General de Instituciones de Crédito de 1897



[image: Captura de pantalla 2016-09-12 a las 10.58.06 a.m..png]



Fuente: Moore (1963), Borja (1996) y Ludlow (1994).

 

José Yves Limantour5 consideró que las instituciones de crédito y la legislación en materia de bancos no podían permanecer más en estado anárquico, por lo que después de varios esfuerzos el Congreso aprobó la Ley General de Instituciones de Crédito en 1897. Bajo esta ley toda institución bancaria podía constituirse sólo con la autorización del Ejecutivo y el respaldo del Congreso; la vigilancia y la supervisión estaba a cargo de la Secretaría de Hacienda (Ludlow 1994, 161). La ley permitió, por primera vez en la historia de México, que el sistema bancario funcionara con una estructura específica (véase la figura 1), además de fomentar la creación de bancos de emisión en casi todos los estados del país, así como algunos bancos refaccionarios e hipotecarios. Entre 1882 y 1911, existieron alrededor de cuarenta bancos regionales de emisión de carácter privado (Asociación de Bancos de México 2008). El Banco Nacional de México dejó de tener hegemonía en la emisión, y la nueva estructura bancaria agilizó el financiamiento, la fluidez comercial y el movimiento de capitales regionales entre 1897 y 1910 (Ludlow 1994, 169-171).

Los bancos de emisión tenían la facultad de emitir billetes, siempre y cuando contaran con una reserva en metálico en barras de oro o de plata, o en todo caso en dinero efectivo existente en caja. La emisión de billetes no podía exceder el triple del capital social efectivamente pagado o del doble de las existencias en caja. Los billetes podían circular con el valor de cinco, diez, veinte, cincuenta, cien y mil pesos, y eran reembolsables a la vista y al portador. Además, los bancos de emisión tenían prohibido realizar préstamos o descuentos por un plazo mayor a seis meses. Podían sólo otorgar créditos hipotecarios con la autorización de la Secretaría de Hacienda y éstos no debían superar la cuarta parte del capital efectivamente pagado a un límite de dos años.6 Es decir, que sólo la cuarta parte del capital social del banco estaba destinado al otorgamiento de créditos hipotecarios. Esas necesidades crediticias debían ser atendidas por los bancos hipotecarios y los refaccionarios.

Los bancos hipotecarios se especializaban en otorgar créditos con garantía de fincas rústicas o urbanas, u otro bien inmueble. Este tipo de banco podía otorgar dos clases de créditos: a plazo corto e interés simple o a plazo largo con pago de capital e intereses. El plazo corto comprendía de uno a diez años y el plazo largo de diez a cuarenta años. Era obligación del banco cerciorarse de que la finca no estuviera hipotecada. El crédito se concedía sólo por la mitad del valor del bien inmueble. Por ejemplo, si la finca tenía un valor de tres mil pesos, el crédito se concedería sólo por mil quinientos pesos. Por lo tanto, el banco tenía la obligación de nombrar a un perito para fijar el valor del bien, o en su caso, aceptar el avalúo catastral; si la finca pertenecía a varios propietarios, todos debían consentir en el gravamen. El banco hipotecario no podía aceptar como bienes: minas, bosques, muebles inmovilizados y templos, ni fincas destinadas a servicios públicos de la federación, de los estados o de los municipios.7

Los bancos refaccionarios sí podían conceder préstamos a la actividad minera, agrícola e industrial, y admitir en garantía artículos prendarios para fomentar la actividad productiva. La ley permitía a los bancos refaccionarios otorgar créditos únicamente a corto plazo. Tenían por obligación vigilar que el crédito se invirtiera en la negociación a realizar, y cuyos frutos, como las cosechas, ganados, máquinas, aperos o utensilios de labranza que hubieran quedado en garantía, no era necesario entregar al banco, sino que podían permanecer en poder de la negociación que obtuvo el préstamo; en todo caso, el dueño de la finca era considerado como depositario sin perjuicio del derecho que tenía el banco de una intervención especial en la finca, es decir, el derecho de vigilar directamente el buen estado de la prenda. Este tipo de créditos causaba intereses y se pagaban en plazo fijo. El banco refaccionario sólo tenía la capacidad de otorgar préstamos prendarios (Secretaría de Estado y del Despacho de Hacienda y Crédito Público 1897).8

La Ley General de Instituciones de Crédito también incluyó un sistema de vigilancia para cerciorarse del buen funcionamiento de las instituciones bancarias del país. La Secretaría de Hacienda llevaría a cabo directamente la vigilancia a través de un interventor nombrado por cada banco. El interventor estaba obligado a dar fe de la exhibición del capital social; inspeccionar y aprobar con su firma los cortes de caja y los balances mensuales que realizaba en la institución de crédito; cuidar que se practicaran los cortes de caja extraordinarios que ordenara expresamente la Secretaría de Hacienda (de la Fuente 1993, 15-16). Los gastos de vigilancia debían ser pagados al gobierno por el mismo banco por trimestres adelantados y en dinero efectivo en la Tesorería de la federación, cuyo monto ascendía a tres mil pesos al año. Además, cada banco debía publicar sus balances mensuales e informes anuales en los diarios de su población.

Las concesiones para establecer una institución bancaria eran otorgadas por el Ejecutivo de la nación y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público exclusivamente; los concesionarios tenían el privilegio de gozar de la exención de impuestos a partir del día en que se otorgó dicha ley –desde el 19 de marzo de 1897–;9 y, para garantizar el establecimiento del banco, los concesionarios debían depositar en el Banco Nacional de México 200 mil pesos en bonos de la deuda pública. Dicha cantidad era devuelta tan pronto el banco iniciaba sus operaciones; la concesión no podía ser traspasada a menos que contara con la expresa autorización de la Secretaría de Hacienda, con excepción de aquello que autoriza el Artículo 10 de la citada ley.10

Para constituir el banco, los concesionarios particulares primero debían organizar una sociedad anónima en un lapso no mayor a cuatro meses y traspasar la concesión a la sociedad que llevaría el nombre del banco que explotaría la concesión. La sociedad debía contar por lo menos con siete socios para constituir el capital social de 500 mil pesos, en caso de que se tratara de un banco de emisión, y 200 mil pesos para los bancos hipotecarios o refaccionarios, que al momento de constituir la sociedad debían pagar 50 por ciento del valor nominal de las acciones.11

 

Figura 2. Bancos establecidos en México desde 1864 a 1910










	Razón social
	Fecha de concesión
	Capital social
	Ubicación



	Bancos de emisión



	Banco de Londres y México
	1864
	2 500 000
	Distrito Federal



	Banco de Santa Eulalia
	1875
	No hay datos
	Chihuahua. En 1889 se convirtió en Banco Comercial de Chihuahua



	Banco Mexicano de Chihuahua
	1878
	750 000
	Chihuahua. Se unió en 1888 al Banco Minero de Chihuahua



	Banco Nacional Mexicano
	1881
	8 000 000
	Distrito Federal



	Banco Mercantil Mexicano
	1882
	4 000 000
	Distrito Federal. Se fusionó con el Banco Nacional de México



	Banco Minero de Chihuahua
	1882
	600 000
	Chihuahua. Se unió en 1888 al Banco Mexicano de Chihuahua



	Banco de Empleados
	1883
	500 000
	Distrito Federal. Cedió en 1889 su concesión al Banco de Londres y México



	Banco de Chihuahua
	1883
	No hay datos
	Chihuahua



	Banco Nacional de México
	1884
	20 000 000
	Distrito Federal



	Banco Comercial de Chihuahua
	1889
	600 000
	Chihuahua



	Banco Mercantil de Yucatán
	1889
	500 000
	Yucatán



	Banco Yucateco
	1889
	500000
	Se fusionó en 1908 con el Banco Peninsular Mexicano



	Banco de Durango
	1890
	500 000
	Durango



	Banco de Nuevo León
	1891
	600 000
	Nuevo León



	Banco de Zacatecas
	1891
	600 000
	Zacatecas



	Banco de San Luis Potosí
	1897
	1 100 000
	San Luis Potosí



	Banco de Coahuila
	1897
	500 000
	Coahuila



	Banco del Estado de México
	1897
	1 500 000
	Estado de México



	Banco Occidental de México
	1897
	600 000
	Sinaloa



	Banco de Sonora
	1897
	500 000
	Sonora



	Banco Mercantil de Veracruz
	1897
	2 000 000
	Veracruz



	Banco de Jalisco
	1898
	500 000
	Jalisco



	Banco Oriental de México
	1899
	2 500 000
	Nuevo León



	Banco de Guanajuato
	1899
	3 000 000
	Puebla



	Banco de Tabasco
	1900
	500 000
	Guanajuato



	Banco de Chiapas
	1902
	500 000
	Chiapas



	Banco de Oaxaca
	1902
	500 000
	Oaxaca. Se fusionó en 1909 con el Banco Oriental de México



	Banco de Tamaulipas
	1902
	500 000
	Tamaulipas



	Banco de Hidalgo
	1902
	500 000
	Hidalgo



	Banco de Aguascalientes
	1902
	500 000
	Aguascalientes



	Banco de Morelos
	1902
	1 000 000
	Morelos



	Banco de Michoacán
	1902
	500 000
	Michoacán



	Banco de Campeche
	1903
	600 000
	Campeche 



	Banco de Guerrero
	1903
	600 000
	Guerrero



	Banco de Querétaro
	1903
	800 000
	Querétaro



	Banco Peninsular Mexicano
	1908
	16 500 000
	Yucatán



	Bancos refaccionarios



	Banco Central Mexicano
	1898
	6 000 000
	Distrito Federal



	Banco de Campeche
	1900
	600 000
	Campeche. De emisión de 1903 a 1908



	Banco de Michoacán
	1900
	500 000
	Michoacán. De emisión de 1902 a 1908



	Banco Comercial Refaccionario de Chihuahua
	1902
	200 000
	Chihuahua



	Banco Mexicano de Comercio e Industria
	1906
	10 000 000
	Distrito Federal



	Banco de la Laguna
	1907
	6 000 000
	Torreón



	Banco Español Refaccionario
	1911
	2 000 000
	Puebla



	Bancos hipotecarios



	Banco Hipotecario Mexicano
	1882
	5 000 000
	
Distrito Federal. En 1888 cambió a Banco Internacional 

e Hipotecario de México





	Banco Agrícola e Hipotecario de México
	1900
	2 000 000
	Distrito Federal



	Banco Hipotecario y Agrícola del Pacífico*

	1910
	2 000 000
	Sonora





* Según el acta constitutiva ante el notario público (en adelante N. P.) Miguel A. López, el Banco Hipotecario y Agrícola del Pacífico se estableció en Hermosillo, Sonora, y no en Sinaloa, como aparece en la figura 2. Archivo General del Estado de Sonora, Fondo Notarías (en adelante ages, fn), tomo 4, escritura 467, fojas 190-239, 10 de marzo de 1911, N. P. Miguel A. López, Hermosillo.

Fuente: Asociación de Bancos de México (2008).

 

 

La Ley General de Instituciones de Crédito de 1897 fue reformada en mayo de 1905 por el presidente Porfirio Díaz, la cual consistió en ampliar las atribuciones de los interventores, ya que veía la necesidad de someter la actividad bancaria a una mayor supervisión y vigilancia por parte de la Secretaría de Hacienda. Asimismo, ante la crisis de 1907, José Yves Limantour consideró necesario reformar el Artículo 38 de la Ley de 1897, debido a que los bancos de emisión se habían excedido en la circulación de billetes y en los créditos, dejando a un lado su función de misión y su deber de cuidar la circulación. Con la reforma se buscaba disminuir la multiplicidad de emisiones de billetes, y que aquellos bancos que presentaran dificultades en la circulación, renunciaran a su derecho de emisión y se convirtieran en refaccionarios. El Artículo 38 originalmente ponía varias trabas para la circulación de billetes, pues los bancos no podían establecer sucursales en otros estados para efectuar cambios de billetes a menos que existiera estrecho interés comercial entre ambos estados, o bien a través de un permiso especial del Ejecutivo (Manero 1992, 28-29; Secretaría de Estado y del Despacho de Hacienda y Crédito Público 1897; Méndez 2009, 123-125).

El sistema bancario constituido con base en la Ley de 1897 no logró satisfacer las necesidades de una economía desprovista de recursos financieros, debido a los siguientes factores: carencia de una vigilancia estatal eficiente; proliferación de bancos de emisión frente a un escaso número de bancos hipotecarios y refaccionarios que pudieran apoyar a las empresas agrícolas e industriales; aplicación de regímenes privativos, derivados de concesiones especiales; arbitraria canalización del ahorro público en beneficio de pocos usuarios; la falta de existencias metálicas que respaldaran las emisiones y los depósitos; la congelación acentuada de cartera viciada por persistentes renovaciones (Ludlow 1986, 337; de la Fuente 1993, 17-18).

Sobre este mismo tenor, Anaya (2002, 13) afirma que la debilidad del sistema bancario estaba vinculada a su alto grado de concentración y cercanía con la esfera de los poderes políticos federales y estatales. Además, el reducido número de bancos hipotecarios y refaccionarios, y la reducida cartera de clientes, impedían la intermediación. Hacia finales del período de Díaz, el sistema financiero mostraba señales de bancarrota, fragilidad y sujeto a crisis recurrentes, y durante la Revolución estaba inmerso en una atmósfera de inestabilidad y cambios abruptos en las políticas. El panorama poco alentador para el financiamiento de las actividades productivas se muestra con la creación de 36 bancos de emisión contra siete bancos refaccionarios y tres hipotecarios.

El deterioro del sistema bancario mexicano 
durante los años álgidos de la Revolución (1913-1924)

La lucha armada no había causado fuertes estragos en la economía nacional hasta antes de 1913. La actividad productiva continuó su funcionamiento, tanto en las comunicaciones –principalmente el transporte ferroviario– como en los servicios, la industria (sobre todo la manufacturera) y el comercio. Todas estas actividades continuaron su desarrollo normal durante el gobierno de Francisco I. Madero. Asimismo el comercio exterior mostró cierto dinamismo, hecho relevante, pues de él dependían las finanzas públicas (Lerman 1989, 34). Los elementos que coadyuvaron al desarrollo del comercio exterior fueron: el transporte marítimo, porque no sufrió deterioros, y el sistema ferroviario, que conducía los productos hacia los puertos y hacia la frontera norte. Sin embargo, a raíz de los combates contra Victoriano Huerta, primero, y después por las luchas entre villistas y zapatistas contra carrancistas, la economía mexicana sufrió un alto grado de destrucción (Oñate 1984, 147).

A partir de que Carranza desconoció el gobierno de Huerta y hasta 1915, algunos estados de la república resultaron seriamente afectados en su desempeño económico: faltaban los créditos, escaseaban las materias primas, el sistema productivo era inconsistente en algunas áreas, la falta de liquidez y referente monetario hacían difícil la colocación de los productos en el mercado. Oñate (1984) indica que Carranza estimó de forma conservadora que la deuda de la Revolución había ascendido a 125 millones de pesos oro nacional en 1917. Sólo en préstamos a los bancos se adeudaba 20 millones de pesos oro nacional, generados por el gobierno en la lucha contra Huerta y Villa. En cuanto al desarrollo económico, se estimó que fueron diez años perdidos. En algunas actividades productivas, como la procedente del maíz, se dio una disminución de 40 por ciento, aproximadamente; la manufacturera decreció cerca de 25 por ciento. Los únicos sectores de la actividad económica que se mantuvieron en expansión fueron el petróleo y la minería. El primero aumentó de 3.6 millones de barriles en 1910 a 193.4 millones en 1921, año en que México fue el segundo productor en el mercado mundial (Oñate 1984, 149-150).

Según Kuntz (2003) el comercio exterior ganó terreno en contraparte con el interior entre 1913 y 1917. Las exportaciones agropecuarias aumentaron considerablemente. Sólo en 1914 México vendió a Estados Unidos más de ocho millones de dólares en pie de cría, y otro tanto en pieles; la cosecha de algodón, que originalmente era para abastecer el mercado interno, se destinó principalmente al externo; la producción de azúcar cobró auge en Sinaloa debido a la destrucción de ingenios en Morelos y al incremento en el precio internacional provocado por la guerra mundial (Aguilar 2008, 2). En tanto el comercio interior fue fragmentado y constreñido por los ejércitos revolucionarios, el sistema productivo no resultó afectado por las alteraciones del sistema monetario y de transporte, ni por los préstamos forzosos y las contribuciones de guerra.

A los problemas internos de la nación se le sumaron los acontecimientos internacionales. La guerra europea había afectado también la disponibilidad de bienes y de capital que necesitaba la economía nacional para crecer. Disminuyó la inversión extranjera, Estados Unidos dejó de invertir en la industria petrolera. Sin embargo, la actividad económica no se detuvo en general, sólo en aquellos espacios donde la lucha estuvo presente: la parte centro-norte de la república y el sur del país, especialmente por las áreas comunicadas por el ferrocarril. Los años más difíciles fueron 1914 y 1915, pero en general entre 1913 y 1917 la nación sufrió escasez de un gran número de productos y las transacciones se redujeron a un nivel muy inferior al normal (Oñate 1984, 2).

Meyer (2004, 96-99) afirma que entre 1914 y 1918 fueron los peores años para algunas regiones y sectores productivos. Desapareció la seguridad, la confianza y el crédito, al igual que la moneda y la banca. Lerman (1989, 57) indica que las aduanas de la frontera norte y la de los puertos estuvieron en poder de los constitucionalistas; las fuerzas villistas mantuvieron tomadas las aduanas de la frontera norte hasta 1916, cobrando mayor monto por el derecho de exportación que por el de importación y en moneda de oro del cuño nacional. Durante esos años se amplió el número de productos extranjeros que entraban libres de impuestos al país. A partir de 1916, se impuso a los productos de primera necesidad cinco por ciento en derechos de importación, que comprendían zapatos, telas de algodón y de lana, entre otros productos, y se decretó la libre importación para los productos alimenticios: carne, huevos, manteca, leche, arroz, maíz, frijol, atún, frutas y legumbres, entre otros diversos productos. Esto se hizo con el fin de recuperar la economía e iniciar la reconstrucción del país. Para que los negocios que habían estado frenados volvieran a su normalidad, el gobierno proporcionó las facilidades necesarias para su ensanche, y a la industria minera, la disminución de cuotas de exportación. A partir de ese año, se mostró la tendencia a la libre entrada de productos extranjeros, incluyendo los automóviles y camiones para el trabajo, que en 1917 se les declaró de libre importación. De tal suerte que hacia 1918 la economía del país empezó a estabilizarse y aun así se decretó nuevamente la libre importación de manteca, arroz, papas, maíz, trigo, cebada, garbanzo, lentejas, frijol, arvejón y habas, entre otros alimentos (Lerman 1989, 58).

Según el estudio historiográfico realizado por Paz (2004, 495-515) para analizar el comportamiento económico durante la Revolución mexicana, algunas áreas productivas crecieron y otras sufrieron quebrantos. En el primer caso se encuentra el petróleo y el henequén, los cuales aumentaron sus producciones significativamente; el petróleo incrementó su valor, al cerrar el año de 1921, cincuenta y tres veces en comparación con el valor que tenía en 1910, pero no por ello se atendió el mercado interno, pues la demanda petrolera tenía su raíz en la primera guerra mundial. El Henequén tenía su mercado en Estados Unidos; aunado a ello, el país contaba con un fuerte volumen exportador de minerales industriales. Por otra parte, el ejército villista recurrió a las exportaciones de ganado y de productos agrícolas, como recurso para adquirir las divisas indispensables en las operaciones de compra en el exterior de armamento, equipos y suministros. En el segundo caso, entre las actividades que sufrieron quebrantos estaban la banca comercial y algunos sectores de la industria y del comercio.

Las condiciones anormales de la república influyeron desfavorablemente en las operaciones de las instituciones de crédito: fueron muy contados los bancos que pudieron operar con amplitud y libertad (Aguilar 2001, 117). Apenas Huerta tomó el poder, el sistema bancario empezó a derrumbarse y la economía mexicana entró en un prolongado período de confusión en los medios de pagos. Ello provocó la paralización del crédito, la inversión productiva y la desaparición de las monedas de oro y plata de la circulación. En consecuencia, el país entró en una crisis de pagos con referente monetario y se tuvo que recurrir al trueque. El sistema bancario y los complejos circuitos financieros fueron desarticulados (Oñate 1984, 55). Los acaparadores de las principales ciudades del país sustrajeron de la circulación las monedas de plata y níquel; dejó de existir la circulación de dinero, los cheques y otros documentos de crédito. El pueblo había sido forzado a aceptar los billetes de todos los poderes (Zebadúa 1994, 34). No existía confianza ni estabilidad en los agentes que actuaban en la formación socioeconómica. La situación financiera de los bancos de emisión era insostenible; sus existencias en metálico eran insuficientes para hacer frente al rescate de sus billetes y devolución de sus depósitos. Huerta convirtió los billetes de banco en simple papel moneda sin garantía (Manero 1992, 71).

Oñate (1984, 156-158) señala que el sistema monetario se encontraba seriamente incapacitado y sujeto a las fluctuaciones de los precios internacionales del oro y la plata. La relación que estableció Huerta con los bancos resultó desastrosa porque llevó a muchos a la insolvencia. El comercio enfrentó serias dificultades por el encarecimiento general de los medios de intercambio. Esto provocó que los bancos siguieran una política restrictiva de créditos y que el público empezara a retirar sus depósitos. Aunado a esta situación, Huerta forzó a los bancos de emisión a hacerle préstamos en 1913, y disminuyó el fondo de garantía en metálico de los bancos, lo cual agudizó la depreciación de los billetes en circulación. Las reservas en metálico disminuyeron de 89 millones de pesos en 1910 a 80 millones de pesos oro nacional en 1914. A mediados de este año eran escasos los bancos que podían funcionar con libertad; algunos se vieron en la necesidad de clausurar temporalmente sus sucursales, agencias e incluso su matriz. El Banco Nacional de México cerró la mitad de sus sucursales, suspendió el otorgamiento de nuevos créditos y limitó los que había concedido. En 1915 el sistema bancario reflejaba una paralización de los servicios; sólo se realizaban los más indispensables.

Hacia 1914, Huerta había dejado en una situación crítica al sistema bancario, al permitir que las emisiones excedieran la garantía de 50 por ciento, por los empréstitos forzosos para sus generales por diversos bancos locales y porque ordenó a los bancos que consideraran como existencias en metálico las obligaciones emitidas por él mismo y los vales de sus generales. Las garantías de los depósitos, de las emisiones de billetes y demás obligaciones pasivas se convirtieron en nulas y las cantidades que fueron “suministradas por los bancos al general Huerta, nunca serían recuperadas” (Manero 1992, 243). A la caída de Huerta, los banqueros sacaron los depósitos de las sucursales amenazadas por los revolucionarios. El Banco Nacional de México envió a Nueva York a finales de 1914, 70 barras de oro que había en la sucursal de Veracruz, y los valores prendarios que se encontraban depositados en las sucursales de Orizaba y Veracruz fueron remitidos a La Habana (Zebadúa 1994, 43).

Intervención, incautación y devolución bancaria

Cuando Carranza llegó al poder, una de sus principales actividades legislativas fue atender la organización del sistema bancario que se encontraba paralizado (Oñate 1984, 157). Así lo había demostrado desde septiembre de 1913 durante la visita que realizó a Hermosillo, donde profirió un discurso proponiendo una reforma al sistema bancario para evitar la emisión de billetes o papel moneda de parte de particulares argumentado que ese era privilegio único de la nación.12 El discurso no empezó a surtir efecto sino hasta 1915, puesto que entre 1913 y 1915 los movimientos bélicos no permitieron que se iniciara con la reforma bancaria. En agosto de 1915 Carranza dio órdenes a Rafael Nieto, subsecretario de Hacienda, para que formulara un plan que tuviera por objeto inspeccionar y regularizar la situación bancaria, con el fin de fundar un solo banco de emisión controlado por el Estado (Manero 1992, 68).

El inicio del camino que conduciría a ese objetivo empezó en octubre de 1915 con la creación de la Comisión Reguladora e Inspectora de Instituciones de Crédito. A través de ella se estableció un control y vigilancia sobre los bancos comerciales y se detectó a los bancos de emisión que no se ajustaban al Artículo 16 de la Ley General de Instituciones de Crédito. Los bancos que se encontraban en esta situación fueron cerrados temporalmente al público, en tanto que debían aumentar sus reservas en metálico hasta el monto de sus billetes en circulación en un período de sesenta días (Zebadúa 1994, 104-113). El segundo paso en el camino fue la incautación bancaria en 1916, con el mecanismo de abrogación de la Ley General de Instituciones de Crédito de 1897 que daba concesión a los bancos de emisión. Nombró un Consejo de Incautación para cada banco, con el objeto de vigilar la conservación del metálico y los intereses de cada banco. Finalmente, se pretendía liquidar administrativamente a los bancos que no cumplieran con las normas, situación que quedó sin cumplir todavía cuando Carranza fue asesinado en 1920 (Manero 1992, 93). Durante el tiempo que los bancos estuvieron incautados, el Gobierno federal exigió un préstamo a los bancos de emisión por más de 55 millones de pesos. La Comisión Monetaria, que fue creada el 7 de julio de 1917 para liquidar a los bancos, sustituyó a la Comisión Reguladora en agosto de ese año, pero nada pudo hacer en materia de liquidación de los bancos de emisión que no se ajustaban a la ley; por lo tanto, la Comisión Monetaria fue relevada de dicha función por la Secretaría de Hacienda, pocos meses después de haber sido creada (Manero 1992, 72-91).

Tan pronto se concluyó el proceso de declarar las concesiones bancarias vigentes o caducas entre septiembre de 1915 y marzo de 1916, el Ejecutivo federal procedió a declarar inconstitucionales las leyes bancarias y abrogó la Ley General de Instituciones de Crédito de 1897 modificada en 1908, que autorizaba las concesiones de bancos de emisión.13 El objetivo del gobierno era intervenir las existencias de los bancos mientras se aprobaba el plan que había de regularizar la circulación fiduciaria y establecer un nuevo sistema bancario. Venustiano Carranza buscaba obtener de todos los bancos de emisión los 75 millones de fondos en metálico existentes en el país, y con ese dinero cubrir el primer depósito para fundar el banco único de emisión. Cada banco entregaría la parte correspondiente en metálico y entregaría también la concesión de emisión, para lo que dispuso lo siguiente:

concedió a los bancos de emisión un plazo de sesenta días, a contar de la fecha de su promulgación, para aumentar sus reservas metálicas hasta cubrir la totalidad de billetes en circulación, y ordenó a los bancos que sólo podían ejecutar operaciones con autorización del interventor de la Secretaría de Hacienda y siempre que tales operaciones tuvieran por objeto la conservación de los intereses públicos. (Manero 1992, 89)

 

Para poner en práctica el decreto, la Secretaría de Hacienda procedió a nombrar un Consejo de Incautación para cada banco de emisión, compuesto por un miembro de la Comisión Reguladora, un interventor de bancos, el gerente de la institución y un representante de los acreedores. El Consejo de incautación debía vigilar que se conservara la especie en metálico y los intereses del banco; para los bancos que no tuvieron la capacidad de cubrir sus reservas en metálico a una suma igual al monto de sus emisiones, Carranza procedió a declararlos en liquidación a través del decreto del 14 de diciembre de 1916. Debido a que la Comisión Reguladora sólo tenía la función de vigilar y declarar en estado de solvencia a los bancos de emisión, la declaró insubsistente y creó la Comisión Monetaria para liquidar administrativamente los bancos de emisión con el decreto del 7 de julio de 1917 y así poder crear un banco único de emisión. Esta institución representaría a los bancos en liquidación. Sin embargo, ni los Consejos de Incautación, ni la Comisión Monetaria pudo llevar a cabo el objetivo por falta de solvencia económica del país (Manero 1992, 89; Méndez 2009, 203).

A mediados de 1917, la situación continuaba tensa entre el Gobierno federal y el Banco Nacional de México, pues éste seguía sufriendo los rigores de la incautación: tenía que extender préstamos sin garantía, o con garantías inadecuadas, a una Tesorería voraz. A los banqueros les preocupaba el banco único de emisión que el gobierno ambicionaba crear. En tanto que el Congreso facultó al gobierno para contactar un préstamo en el extranjero, éste sostenía pláticas confidenciales con el Banco Nacional de México, para organizar conjuntamente el banco central. En 1919 el gobierno restableció las relaciones con los banqueros gracias a la creación del Comité Internacional de Banqueros con Negocios en México y al reconocimiento de la deuda que el gobierno tenía con el Banco Nacional de México. Los intereses de Carranza eran reestructurar la deuda pública, pacificar el país y restaurar parte de la infraestructura que había sido dañada o destruida durante la guerra; sin embargo, no logró el propósito de obtener un crédito internacional (Zebadúa 1994, 127-147).

En 1920, diferentes personalidades relacionadas con el sistema bancario mexicano elaboraron una propuesta de ley de desincautación y liquidación, con el objetivo de regresar los bancos a la normalidad de sus funciones; no obstante, el general Álvaro Obregón ya había fijado el rumbo que seguirían estas instituciones financieras. El fin de la incautación bancaria llegó con la Ley de Desincautación promulgada el 31 de enero de 1921, que ordenaba la devolución de los bancos de emisión a sus consejos, concluyendo con la situación que había dejado aún más paralizadas las actividades bancarias desde 1916. Obregón dio las instrucciones a los interventores de presentar los balances de carteras de las operaciones celebradas con el gobierno. De esa manera el presidente de la república confirmó sus intenciones de acordar con la clase empresarial la reforma del sistema bancario nacional. Agustín Legorreta, director del Banco Nacional de México, conoció el decreto de desincautación antes de que éste saliera a la luz pública (Anaya 2004, 355). El sistema bancario, a partir de 1921, iniciaría su recuperación después de haber pasado por su peor período.

Por su parte, Álvaro Obregón también buscó el crédito internacional desde que fue declarado presidente electo, para fundar un banco único de emisión. Sin embargo, los problemas que tenía Estados Unidos por los estragos de la guerra, las dificultades financieras del ferrocarril y, sobre todo, la imagen deteriorada que tenía del país, el Comité Internacional de Tenedores de Bonos de la deuda mexicana, además de las circunstancias internacionales e internas de 1920, impidieron que lograra el tan anhelado crédito (Anaya 2004, 327-328). Así, en 1922, los balances generales de los antiguos bancos de emisión que sobrevivieron a la Ley de Desincautación, sufrieron grandes mejorías en sus reservas. El año que le sigue reitera la preocupación de los bancos por sacar de circulación los billetes, así como por efectuar los pagos pendientes sobre certificados. No todos los bancos pudieron recuperarse de los estragos de la falta de operaciones y liquidez pues, apenas una vez desincautados, iniciaron la recuperación crediticia que habían realizado entre 1911 y 1913, como fue el caso del Banco de Sonora. Los problemas de vigilancia para prever la solidez bancaria se efectuaron con la Ley Bancaria de 1924, que fundamentó la creación de la Comisión Nacional Bancaria y el Banco Único de Emisión.

Recuperación económica de México 
en el contexto de la legislación bancaria de 1924

La Ley General de Instituciones de Crédito de 1897 permaneció vigente hasta la promulgación de la Ley General de Instituciones de Crédito y Establecimientos Bancarios de enero de 1925, que dio formalidad y solidez al sistema financiero con la creación del Banco Único de Emisión.

Después de la Revolución mexicana, algunas regiones del país, como Sonora, enfrentaron serios problemas con sus instituciones bancarias. Todavía entre 1921 y 1924 la situación económica continuó siendo incierta debido a la gran presión que ejercía Estados Unidos a través de los grupos más fuertes: los petroleros y los banqueros (Solís 1999, 177). México necesitaba recursos para sanear su economía. Una de las opciones era establecer relaciones con el Comité Internacional de Banqueros para llegar a un acuerdo sobre el pago de la deuda. Adolfo de la Huerta, Secretario de Hacienda, entabló un diálogo con Thomas W. Lamont, representante del Comité Internacional de Banqueros, para iniciar el pago en efectivo de la deuda a partir del 2 de enero de 1923. El total de la deuda externa equivalía a 507 millones con 457 mil dólares, de los cuales casi 242 millones correspondían a la deuda ferrocarrilera.

En 1924, el Secretario de Hacienda, Alberto J. Pani, propuso reformas para aumentar la recaudación de impuestos provenientes de todos los sectores productivos del país: el agrícola, el comercio interior, la industria y la propiedad edificada. La iniciativa consistía en el impuesto sobre la renta (isr). En 1925 extendió el sistema impositivo hacia herencias y legados, con el fin de captar los gravámenes individuales, y posteriormente agregó la idea de gravar la propiedad con la creación del Catastro Nacional. Las reformas fiscales pronto se reflejaron en la economía. A finales de 1925 el superávit era de 21 millones de pesos, después de la creación del Banco de México y la devolución de los ferrocarriles a los particulares (Solís 1999, 180-182; Zebadúa 1994, 216).

Otro de los factores que causó el deterioro de la economía fue la fuga de capitales en metálico durante la Revolución –fuga que no pudo ser detenida–, de tal manera que las reservas en metálico de los bancos de emisión no fueron suficientes para evitar una depreciación del peso, hasta que la moneda contó con el referente monetario del oro, a finales de 1918. Nuevamente, a mediados de 1926, se presentaron dificultades para mantener el patrón oro. Ese año, la balanza de pagos presentó varios problemas por la recesión económica de Estados Unidos y por la disminución de las exportaciones de minerales y, especialmente, de petróleo. Con la gran depresión de finales de 1929, la balanza de pagos recibió un impacto negativo adicional, con una cuenta comercial a la baja, y el nivel de reservas internacionales disminuyó aún más a mediados de 1930.

Las dificultades que presentaba la balanza de pagos –por su debilidad– provocaron que el Banco Central no pudiera controlar la paridad. Por ello, el Ejecutivo fundó la Comisión Reguladora de Cambios en diciembre de 1930, con un respaldo de 15 millones de dólares. Pero ni la misma Comisión pudo controlar la tendencia a la baja del peso; las reservas internacionales sólo eran de 11.5 millones de dólares. Debido a las expectativas de una devaluación, se presentó un pánico bancario por los ahorradores y retiraron 20 millones de pesos en una semana, a mediados de 1931, cifra suficiente para agotar las reservas del Banco de México. Alberto J. Pani, Secretario de Hacienda, inició nuevamente una política orientada al crecimiento económico a través de medidas expansionistas, incluida una reforma a la Ley Monetaria de 1931. Ésta consistía en desamortizar las piezas de oro, pero conservando el metal como respaldo, y aceptaba la circulación de la plata (Solís 1999, 189; Banco de México 2009).

El panorama económico de México empezó a cambiar a partir del gobierno de Lázaro Cárdenas, aunque la transformación se comenzó a percibir a partir de 1940. De una economía esencialmente agrícola y minera de exportación, pasó a un proceso modernizador que impulsó con fuerza la industria manufacturera, para abastecer el mercado interno y diversificar la exportación de productos. Dicho crecimiento está relacionado, en buena medida, con la Segunda Guerra Mundial, por la demanda externa de productos mexicanos. El producto interno bruto de 1940 era de 22 889 millones de pesos, y en 1942 de 26 696 millones de pesos (Solís 1999, 251-253).

 

El Banco Central y el cambio institucional

 

La reorganización de las finanzas públicas, el saneamiento de éstas y la generación de un superávit presupuestal condujeron al país a la estabilidad económica, la cual sirvió para crear el Banco del Estado, institución que reflejó la reconstrucción y el reordenamiento económico. Además, el Banco concentró no sólo el poder económico, sino también el poder político. Para los funcionarios era indispensable mantener el control sobre el capital disponible y movilizar los recursos. El Banco Central perseguía esos fines y el Estado ganaba cierto grado de autonomía al contar con fuentes propias de crédito. Mientras mayor fuera su capacidad de financiamiento, mayor sería el poder del Estado, pues las inversiones públicas generaban apoyo político.
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